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Auto No.                 AI-097 
Proceso:                Ejecutivo  
Demandante:        Alejandra Palacio Álvarez 
Demandado:         Lina Johana Guzmán Tapias 
Radicado:              05266 31 002 2019 00308 01 
Asunto:                  Objeción a la liquidación de Crédito y legitimación incidente de nulidad.  

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Medellín, Catorce (14) de septiembre del dos mil veintidós (2022). 

 

Procede la Sala a proveer de mérito en el recurso de apelación 

interpuesto por la apoderada de la parte demandada en contra de las decisiones 

proferidas por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Envigado los 

días catorce (14) de abril del dos mil veintiuno (2021) y tres (3) de marzo del dos mil 

veintidós (2022), dentro del proceso ejecutivo promovido por la señora Alejandra 

Palacio Álvarez en contra de Lina Johana Guzmán Tapias.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Supuestos fácticos vinculados a la decisión del 14 de abril del 

2021. Como hechos relevantes con miras a desatar la alzada se tiene que, dentro 

del proceso ejecutivo adelantado por la señora Palacio Álvarez se surtieron las 

etapas de mandamiento de pago, notificación de la demanda y posteriormente se 

continuó adelante con la ejecución, en la que se ordenó pagar a la señora Guzmán 

Tapias la suma de ($130.000.000) como capital, más los intereses de mora a partir 

del 15 de diciembre del 2018 y hasta el pago total de la obligación.  

 

Como consecuencia de lo anterior, dentro de la oportunidad prevista 

en el artículo 446 del C.G.P, la demandada presentó liquidación de crédito en la que 

relacionó los pagos realizados al crédito contraído con la demandante, precisando 

la fecha y el monto de las consignaciones: (i) 23 de agosto del 2019 ($30.000.000), 

(ii) 6 de septiembre del 2019 ($30.000.000) y (iii) 25 de octubre del 2019 

($10.000.000); emolumentos que incluyó como abonos en la liquidación del capital, 

porque habían sido desconocidos y ocultados por la parte demandante al momento 

de pretender el pago total del pagaré, pese habérselos consignado a la cuenta de 

ahorros de la que es titular.  
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Surtido el traslado de rigor, la apoderada de la parte demandante 

objetó la liquidación del crédito porque no obra prueba en el expediente de que los 

supuestos abonos hubiesen sido cancelados a su poderdante, aunado a que en el 

evento de que pudieran existir no fueron reportados en el momento procesal 

oportuno.  

 

1. 2. De auto impugnado. El Juzgado Segundo Civil del Circuito de 

Oralidad de Envigado, en auto del catorce (14) de abril del dos mil veintiuno (2021), 

decidió resolver la objeción formulada por la parte demandante en favor de ésta, 

porque la parte demandada -una vez quedó ejecutoriado el auto que ordenó seguir 

adelante la ejecución y sin sustento probatorio alguno-, no podía alegar la existencia 

de los abonos, pues aquellos sólo pueden hacerse valer dentro de la oportunidad 

procesal pertinente, esto es, mediante el recurso de reposición en contra del auto 

de mandamiento de pago o en su defecto la excepción de cobro de lo no debido o 

del pago parcial de la obligación. 

 

1.3. Del recurso de apelación. Como la anterior decisión fue contraria 

a los intereses de la demandada, formuló recurso de reposición y apelación, en el 

que reiteró los argumentos que expuso al momento de presentar la liquidación del 

crédito que incluía los abonos, precisando que la prueba de aquellos se encontraba 

en las consignaciones bancarias que había realizado su poderdante a la cuenta de 

ahorros de Bancolombia de la demandante, y en caso de duda sobre su titularidad, 

había solicitado que se oficiara a la entidad bancaria para confirmar los montos de 

la consignación. 

 

1.4. En providencia del once (11) de febrero del año en curso, el 

juzgado resolvió el recurso de reposición y concedió la apelación, reiterando iguales 

razones a las que manifestó en el auto que resolvió la objeción a la liquidación de 

crédito, enfatizando especialmente en la preclusión de las oportunidades procesales 

que tienen las partes para proponer la excepción de pago, y la procedencia de la 

objeción sólo para casos de errores en el estado de cuenta, en la que sólo se puede 

limitar a simples operaciones aritméticas “ya que lo que tiene que ver con qué se debe y 

quién se debe, está resuelto”. 

 

                     2. Supuestos fácticos vinculados a la decisión del tres (03) de 

marzo del dos mil veintidós (2022). Una vez notificada la anterior decisión, la 

apoderada de la demandada solicitó la nulidad de todo lo actuado dentro del 
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proceso ejecutivo porque no se había vinculado el acreedor prendario MAF 

COLOMBIA S.A.S del vehículo automotor de placa JHU606 -cuyo embargo fue 

decretado dentro del proceso- en los términos establecidos en el artículo 462 del C.G.P. 

y en tal sentido, solicitó declarar la nulidad del proceso.  

 

                             2.1 Auto que decide Incidente de Nulidad.  En auto del quince 

(15) de esa mensualidad y año, rechazó de plano el incidente de nulidad porque la 

causal de nulidad que invoca no está incluida en las causales relacionadas en el 

artículo 133 del C.G.P, pues aquella hace alusión al auto admisorio de la demanda 

o al mandamiento de pago y el mismo no se le notifica a quien figure como acreedor 

prendario o hipotecario de los bienes embargados, pues a éstos se les notifica es el 

auto que ordena su citación, el que dentro del proceso no se ha proferido. Sin 

embargo, en párrafos finales dispuso de oficio su citación.  

 

                             2.2. Del recurso de apelación: Formuló recurso de reposición y 

apelación la apoderada de la incidentista, reiterando similares razones con las que 

motivó la nulidad y a su vez enfatizando que “Difiere de los argumentos expresados por su 

señoría, donde manifiesta una confusión entre la citación al acreedor prendario y la notificación, 

pues desde la solicitud de la medida cautelar que fue previa, debió cerciorarse el despacho de la 

existencia de una garantía real sobre el vehículo objeto de la medida y desde ese momento, debió 

notificar al acreedor prendario, para hacer valer sus derechos, dentro de la Litis”. 

 

                                 2.3. En auto del (03) tres de marzo del año en curso, el operador 

cognoscente resolvió el recurso de reposición, en el sentido que, comparte los 

argumentos que esgrimió la incidentista al pregonar que si no se realiza la citación 

del acreedor de la garantía real dentro del proceso ejecutivo, ineludiblemente ello 

conlleva a la nulidad del proceso por violación al derecho de defensa de tal acreedor, 

sin embargo, ello no implica que se halla consolidado dentro del proceso la nulidad 

por indebida notificación, porque a la oportunidad procesal para su integración no 

ha precluido y en esa medida resulta factible aún su integración.   

  

II. CONSIDERACIONES 

 

 
                         1. Teniendo en cuenta que el recurso vertical interpuesto es contra 

dos decisiones que adoptó el juez en primera instancia, esto es, (i) el auto que 

resolvió la objeción a la liquidación del crédito y en (ii) segundo lugar la decisión 
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adoptada en el incidente que rechazó de plano la nulidad por indebida notificación, 

resulta menester determinar si en contra de las anteriores providencias resulta 

plausible el recurso de apelación, para lo cual establece el artículo 321 del Código 

General del Proceso que: (…) “Son apelables los siguientes autos proferidos en primera 

instancia: (…)5. El que niegue el trámite de una nulidad procesal y el que la resuelva. 10. 

Los demás expresamente señalados en este código (…). Artículo 446 ibídem 3. Vencido el 

traslado, el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación por auto que solo será apelable 

cuando resuelva una objeción o altere de oficio la cuenta respectiva.  Por lo que ante la 

procedencia del mecanismo vertical, resulta procedente su análisis, los cuales se 

abordarán frente a cada uno de las decisiones objeto de reclamo. 

 

                                 2. Liquidación del Crédito: El artículo 446 del C.G.P, 

establece que cualquiera de las partes podrá presentar la liquidación de su crédito 

con especificación del capital y de los intereses causados hasta la fecha de su 

presentación, de acuerdo a lo dispuesto en el mandamiento ejecutivo, sin embargo, 

cuando dentro del proceso se han realizado abonos a la obligación, aquellos pueden 

ser incorporados al estado soluto del crédito, tal y como lo contempla el numeral 4 

del artículo en mención.  

 

                                Ahora bien, cabe preguntarse ¿Cuál es la oportunidad procesal que 

tiene la parte demandada para poner en conocimiento del juez los abonos que hizo a la 

obligación? En primera medida, diríamos que corresponde a la etapa de excepciones 

de mérito alegar la existencia del pago parcial de la prestación objeto de ejecución, 

conforme lo establece el artículo 442 del C.G.P, sin embargo, puede suceder que el 

demandado haya dejado fenecer dicha etapa, o en su defecto, que para el momento 

en que se ordenó seguir adelante la ejecución, no hubiese realizado los respectivos 

abonos o que no cuente con el material probatorio idóneo para alegar su existencia. 

Lo que conlleva ineludiblemente a que la etapa de liquidación del crédito sea un 

escenario en el que pueda ponerse en conocimiento el estado actual del capital 

adeudado y así evitar el enriquecimiento sin causa a cargo de su acreedor, pues el 

hecho de cercenar tal posibilidad, aparejaría implícitamente un empobrecimiento en 

su patrimonio y -por el contrario-, un enriquecimiento injusto en el del demandante, 

porque no se tienen en cuenta las consignaciones que fueron realizadas con 

ocasión al crédito objeto de ejecución, circunstancia que debe evitar el juez como 

director del proceso, la que no puede pasar por alto bajo lineamientos formalistas y 

a espaldas de la realidad fáctica de lo que ocurre, esto es, la efectividad de los 
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derechos reconocidos por la ley sustancial, que es objeto de los procedimientos 

judiciales. 

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia STC5144-2020 del 5 de 

agosto del 2020, Magistrado Ponente, Dr Luis Alfonso Rico Puerta, sobre el tema, 

acotó: 

 

En ese sentido, la Corte ha venido sosteniendo que aún cuando en el fallo de un ejecutivo no 
defina un pago que resulta contraevidente, es deber del juez reconocerlo al liquidar o 
reliquidar el crédito, en tanto que:   
 
«(…) no es viable extender los efectos jurídicos de una resolución en la que no se 
tuvo en cuenta la defensa inicialmente planteada, por deficiente que ella haya sido, 
para dejar de escuchar al demandado en las actuaciones posteriores, ya que 
desconocer la realidad que muestran los pagos de algunas sumas de dinero, bajo el 
argumento de que para tal propósito debió proponer oportunamente la excepción de 
cumplimiento de la obligación, constituye un exagerado rigorismo que atenta contra 
el fin de la contabilidad requerida en una ejecución.  
 
Por ello, en pro de una justicia real y no solo formal, al juez le corresponde aplicar el texto 
legal, pero bajo un racional entendimiento del contexto en el que la situación se le presenta, 
es decir, interpretando la realidad que le muestra el expediente. De ahí que si observa que 
el ejecutado ha realizado abonos o ha cancelado en su totalidad la acreencia objeto 
de cobranza, así debe declararlo, independientemente de que ese comportamiento 
positivo del deudor se haya ya dado al inicio o durante el trámite del proceso, en 
tanto sean verificables y ligados a la obligación materia de ejecución. 
 
Recuérdese que en tratándose de procesos compulsivos, su terminación no coincide 
con la providencia que ordena seguir adelante la ejecución sino con la satisfacción 
de la obligación cobrada, y a esa etapa culminante se llega luego de establecer con 
certeza, que todos los abonos realizados por el obligado, fueron recogidos para ese 
específico resultado. 
 
En ese mismo orden, inclusive en un caso en el que ya estaba ejecutoriada la actuación 
referente a la operación contable, esta Corporación respaldó la exhortación que el Tribunal a-
quo realizara a la autoridad accionada, «en el sentido de que en el evento de que se haya 
pasado por alto algún abono previamente reconocido, analice la factibilidad de aplicarlo al 
crédito muy a pesar de la firmeza de la liquidación» (STC11497-2016, 18 ago. 2016, rad. 
01376-01)» (CSJ STC1840-2017, 15 feb. 2017, rad. 2016-00793-01, citada en STC16208-
2019, 29 nov. 2019, rad. 00525-01). Subrayado y resaltado fuera del texto. 
 

                            2.1 Caso Concreto: Conforme a lo que acaba de verse, la 

revocatoria del auto que resolvió la liquidación del crédito resulta procedente, ya 

que la apoderada de la demandada insistentemente informó al juez de la existencia 

de los abonos realizados a la demandante y que si bien fueron refutados por su 

apoderada -porque supuestamente no había prueba de la consignación y aún en el caso que 

así existieren la oportunidad para alegarlos concluyó-, lo cierto es que dentro del material 
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probatorio que acompañó a la liquidación del crédito sí se avizoran varias 

consignaciones bancarias que aduce la demandada haber consignado a la cuenta 

de su acreedora como abono al crédito, por lo tanto, debe el juez despejar tal 

interrogante, bien sea, remitiendo completamente el expediente de traslado a la 

demandante para que revise si efectivamente las consignaciones corresponden a 

los abonos del capital objeto de ejecución o se trata de otro concepto, para lo cual 

acompañará las pruebas que así lo acrediten, sin que fuere de recibo alegar que no 

puede tenerse en cuenta dichos pagos porque no fueron presentados en la 

oportunidad procesal respectiva, y en esa medida, es que se ordenará la revocatoria 

del auto que resolvió la objeción a la liquidación de crédito, para que estudie 

nuevamente la liquidación aportada por la demandada y si es del caso, adopte los 

medios probatorios que considere pertinentes a fin de zanjar cualquier atisbo de 

duda que pueda surgir al momento de su valoración, como sería el dar traslado de 

esos documentos al ejecutante para que pueda ejercer el derecho de defensa, ya 

sea tachándolos de falsos o demostrando que dichos abonos no corresponden al 

crédito que se cobra.  

 

                             3. Sobre la nulidad procesal. La nulidad procesal es 

considerada como una figura que tiene por finalidad remediar y subsanar los vicios 

acaecidos en el curso de un trámite jurisdiccional, mismos que causan una violación 

directa a los derechos al debido proceso y, para casos como el que nos ocupa 

respecto del derecho fundamental de defensa y del debido proceso, es posible 

sostener que, más que una sanción, dicha institución buscar asegurar el 

cumplimiento de los ritos procesales, instituyéndose una serie de causales que el 

legislador, en su libertad de configuración legislativa, ha consagrado con carácter 

taxativo en pro de su estimación, por las causales previstas en el artículo 133 

ibídem: El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos (…) 8. 

Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 

demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas 

aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 

deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, 

o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o 

entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una 

providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, 

el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la 
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actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que se haya saneado 

en la forma establecida en este código. 

 

                             3.1 Caso en concreto: Ahora de cara al recurso de apelación 

formulado en contra de la decisión que rechazó de plano el incidente de nulidad por 

indebida notificación, debe advertirse que si bien la notificación constituye el acto 

material de comunicación mediante el cual se pone en conocimiento de las partes 

o terceros intervinientes las decisiones proferidas en el trámite del proceso, como 

forma de garantizar los principios de publicidad y contradicción, siendo la citación 

personal la más primordial de las maneras que comunica la actuación, exhortándose 

a la parte acudir a la sede del despacho para enterarla del inicio de un trámite judicial 

relevante para sus intereses.  

 

                           Bajo el anterior entendimiento, observa el Tribunal que los 

argumentos que expuso el juez para denegar el incidente de nulidad no resultan de 

recibo porque efectivamente la nulidad se advierte es por la ausencia de citación 

dentro del proceso a quien debe comparecer en él, la cual se materializa con el 

enteramiento del auto admisorio de la demanda y en tal sentido es que 

efectivamente la causal alegada por la incidentista se enmarca en la descrita en el 

numeral 8 del artículo en mención. 

 

                             Sin embargo, a pesar de lo expuesto, lo que, si resulta diamantino 

en su formulación, es la ausencia de legitimación en la causa que le asiste, porque 

a voces del artículo 135 del C.G.P, sólo podrá alegar la nulidad quien tiene la 

legitimación para proponerla, es decir, la parte afectada con la ausencia de su 

integración, que en el caso sub judice recae es en el acreedor prendario como único 

afectado en el desarrollo del proceso, porque sencillamente las actuaciones que allí 

se desplegaron a sus espaldas inexorablemente le afectan directamente su ejercicio 

de defensa y por ende el derecho al debido proceso, debiendo, en consecuencia, 

señalar en qué consiste el perjuicio causado por la irregularidad y el beneficio que 

va a obtener si les resta efectos a los actos viciados, el cual, no puede comunicarse 

a los demás sujetos procesales que fueron debidamente vinculados, ora que el juez 

de oficio decrete dicha nulidad para preservar el derecho fundamental del debido 

proceso y derecho de defensa. 

 

                         En efecto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil en 

reiterados pronunciamientos frente a la legitimación en el incidente de nulidad, ha 
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insistido que sólo puede ser alegado por la parte afectada de la actuación, sobre el 

tema me permito citar la sentencia STC 10562-2020 del 25 de noviembre del 2020: 

 
                           “Dentro del escenario acabado de reseñar, por averiguado se tiene que la 
nulidad amparada en el numeral 9º del artículo 140 ibídem – “cuando no se practica en legal 
forma la notificación a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque 
sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes”–, solo podrá ser reclamada 
por los sujetos de derecho indebidamente notificados o emplazados, o sea, 
como lo dice el artículo 143 ejusdem, “solo podrá alegarse por la persona afectada”, ya 
que, cual lo tiene sentado la doctrina de la Sala, en lo atañadero a la mencionada causal “si 
bien es cierto que no puede ser puesta en conocimiento para que los indebidamente citados 
la convaliden, lo que la convierte virtualmente en insubsanable, no lo es menos que ello 
no significa que cualquiera de las partes resulte habilitada para alegarla, puesto que 
en el punto se mantiene inquebrantable la exigencia conforme a la cual solo puede 
proponerla quien se encuentre legitimado para ello, es decir, aquel que no hubiere 
sido citado al proceso, sin perjuicio de que el juez de instancia la decrete dentro de las 
oportunidades que para ello le otorga la ley” (sent., abr. 28/95, reiterada, entre otras, en sent., 
feb. 22/2000). Lo expuesto en precedencia lleva a afirmar que la parte a quien la anomalía 
no le irrogue perjuicio, carece, por tanto, de legitimación para plantearla, pues las 
nulidades por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento, “no pueden ser 
invocadas eficazmente sino por la parte mal representada, notificada o emplazada, por ser 
ella en quien exclusivamente radica el interés indispensable para alegar dichos vicios” (G.J., 
t. CCXXXIV, pág. 180). 

Con arreglo a la añosa doctrina jurisprudencial de la Corte es palmario, por consiguiente, 
que la particularizada declaración de nulidad no puede solicitarla un sujeto procesal 
diferente al indebidamente representado o a quien no se le ha hecho la notificación en 
legal forma, puesto que el código, al reglamentar el interés para promoverla, de manera 
perentoria dispone que la originada en la indebida representación o falta de notificación o 
emplazamiento como lo contempla la ley, solo podrá ser invocada por la persona lesionada, o sea, 
aquella que de manera directa resulte afectada por una cualquiera de esas 
anomalías, desde luego que comprometen en forma grave el derecho de defensa; para 
reiterarlo con palabras de la Sala “solo el perjudicado con la actuación anómala se 
encuentra legitimado para alegar la nulidad” (G.J., t. CCXXXIV, pág. 619)» (CSJ SC, 
3 sep. 2010, rad. 2006-00429-01, reiterada en SC820-2020 del 12 de marzo del 2020)”. 
 

                                  Colofón de lo expuesto, y teniendo en cuenta que son dos 

decisiones cuyo análisis se realizaron en diferentes acápites, y sobre ellas versó el 

recurso de apelación, se revocará el auto del 14 de abril del 2021 para que el juez 

nuevamente estudie la liquidación de crédito conforme a las pautas que fueron 

advertidas en las consideraciones del presente proveído. De otro lado, se confirma 

la decisión del pasado 3 de marzo del 2022, pero advirtiendo que, si bien hay lugar 

al rechazo de la nulidad es por las razones que en líneas precedentes se advirtieron, 

esto es, la falta de legitimación en la causa por activa.  
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De esta manera, y por las razones expuestas, el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria Civil de Decisión, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

                           

III. RESUELVE: 

 

                               PRIMERO: REVOCAR el auto con fecha del catorce (14) de 

abril del dos mil veintiuno (2021), para que, en su lugar, proceda a efectuar un nuevo 

análisis de la liquidación del crédito, tomando en consideración lo aquí expuesto y 

se atiendan los abonos que se aportaron como prueba de pago parcial del crédito a 

menos que la parte demandante desvirtúe dicha prueba.  

 

                           SEGUNDO: CONFIRMAR el auto apelado, de fecha 3 de marzo 

de 2022 proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de 

Envigado, ello, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

                            TERCERO: Sin costas en esta instancia al no haberse causado. 

 

        CUARTO: Devolver el expediente al juzgado de origen 

 

NOTIFÍQUESE 
 

 

 

 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 

 
 


